El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO PROCEDIMENTAL / EVENTOS QUE LO CONSTITUYEN / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. (…)
De las pruebas allegadas se puede concluir que la accionante no acudió al juzgado demandado para solicitar se decretara la nulidad del incidente de levantamiento de medidas cautelares ni para que le otorgara el amparo de pobreza y por tanto, el despacho accionado tampoco tuvo la oportunidad de resolver lo que correspondiera.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, noviembre seis (6) de dos mil dieciocho (2018) 


Acta No. 433 del 6 de noviembre de 2018


Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00722-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora Lili Castaño Ruiz Duque, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, el 13 de septiembre último, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jaime Ardila Rodríguez, José Heberth Ceballos López, Wilmar Hernando Villafañe Castaño y Ligia Flórez Rincón. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Desde el mes de agosto de 2017 y hasta abril de este año “tuve en servicio público" un establecimiento de comercio que funcionaba como restaurante y bar en el corregimiento de La Florida.

1.2 Para el pasado mes de abril decidió limitar su labor a la venta de “almuerzos por contrato”, razón por la cual el establecimiento no se volvió a abrir al público.

1.3 El citado establecimiento de comercio “tenía cámara y comercio” pero no a su nombre, sino del propietario del local “quien de formar verbal me indicó que… ya tenía uno vigente, a lo cual no indagué su veracidad y de esa forma inicié mis actividades”.

1.4 El 1º de mayo pasado se le informó que el local donde realizaba su actividad comercial había sido embargado y secuestrado con ocasión al proceso de restitución de bien inmueble arrendado, promovido por su propietario contra el anterior inquilino y por eso, ella es una tercera afectada que no tiene nada que ver en ese trámite judicial.

1.5 Por medio de apoderada, formuló “incidente de oposición” frente al secuestro, llevado a cabo el 30 de abril de este año.

1.6 El 29 de mayo siguiente se presentó solicitud de levantamiento de medida cautelar, con sustento en que los bienes secuestrados hacen parte de sus herramientas de trabajo, de cual se deriva su único sustento. Además, se indicó que solo se había secuestrado parte de esos instrumentos y por tanto pidió que se le permitiera retirar los que no fueron objeto de esa medida. 

1.7 Por auto del 13 de junio, el juzgado accionado, sin tener en cuenta tales alegatos ni resolver sobre las peticiones que formuló, la requirió para que en el término de ocho días prestara caución por valor de $11.718.700.

1.8 Interpuso recurso de reposición con el fin de que se considerara su situación económica, pero se declaró extemporáneo. Sin embargo, el juzgado disminuyó la cuantía de la caución, tomando como referencia el argumento que se expresó en ese medio de impugnación, lo que estima contradictorio.

1.9 La nueva caución fijada sigue siendo excesiva, pues además debe pagar un depósito de $3.000.000, monto al cual le es imposible acceder.

1.10 Por esas razones decidió “retirar el incidente de levantamiento de medida cautelar”.

2. Considera lesionados sus derechos al mínimo vital, debido proceso, la defensa y el acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) anular lo actuado en el incidente de oposición y darle nuevamente trámite y b) concederle amparo de pobreza, para que pueda alegar en audiencia la posesión sobre sus herramientas de trabajo.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 31 de octubre pasado, se admitió la demanda y ordenó la vinculación de los señores Jaime Ardila Rodríguez, José Heberth Ceballos López, Wilmar Hernando Villafañe Castaño y Ligia Flórez Rincón.

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El señor Jaime Ardila Rodríguez informó que: a) el 20 de abril arrendó local comercial a Wilmar Hernando Villafañe Castaño y a Ligia Flórez Rincón. Para ese efecto, elaboró el contrato de arrendamiento y se lo remitió al primero, quien, de forma malintencionada no lo firmó, ni lo devolvió; b) los arrendatarios le adeudan cánones desde el mes de julio de 2017 y deben por servicios públicos una suma aproximada de $1.000.000; c) la accionante es madre de aquel arrendatario y administra a su nombre el establecimiento de comercio, pero para eludir sus responsabilidades, la quieren hacer pasar como la propietaria o poseedora de ese bien; d) ese establecimiento de comercio ha sido objeto de diferentes revisiones y comparendos por parte de las entidades competentes, al punto de que se suspendió la prestación del servicio de restaurante debido a problemas de salubridad; e) de mala fe, el señor Villafañe Castaño realizó otro registro en Cámara y Comercio sobre ese restaurante, el cual sigue vigente; f) no se secuestraron todos los bienes muebles que habían en el local y g) con la demanda de tutela se presentaron facturas de bienes muebles que son fraudulentas o tienen inconsistencia. 

2.2 El señor José Heberth Ceballos López dijo que desconocía completamente el asunto ya que si bien es copropietario del inmueble, Jaime Ardila Rodríguez es quien se ocupa de todo lo relacionado con ese bien. 

2.3 El Wilmar Hernando Villafañe Castaño refirió que carece de legitimación en la causa por pasiva, ya que si bien figura como demandado en el proceso de restitución de inmueble arrendado, lo cierto es que dejó de ser el inquilino del local comercial en cuestión, desde el mes de julio de 2017, fecha para la cual canceló el último canon que adeudaba y se produjo la terminación de ese contrato de forma verbal. En este momento la accionante es la arrendataria de ese inmueble y por ello es una tercera afectada, a quien, además, se le vulneraron sus derechos con la imposición de una caución desproporcionada, que le impide alegar su mejor derecho, tal como lo indica en el escrito de tutela.   

3. Mediante sentencia del pasado 13 de septiembre, el funcionario de primera instancia resolvió declarar improcedente el amparo solicitado.

Para decidir así, luego de citar jurisprudencia relacionada con la acción de tutela frente a providencias judiciales, consideró que según las pruebas aportadas, ninguna de las pretensiones que formula la actora por medio de esta acción constitucional, relativas a la nulidad del incidente de levantamiento de medidas cautelares y a la concesión del amparo de pobreza, ha sido planteada en el proceso en que encuentra lesionados sus derechos. De otro lado, frente al auto por medio del cual se le exigió prestar caución, no interpuso oportunamente recurso, es decir que desaprovechó la oportunidad que tenía para remediar la supuesta irregularidad que alega. Tampoco impugnó el auto posterior por medio del cual se decidió disminuir el monto de esa caución y finalmente desistió de ese trámite incidental. 

4. Inconforme con el fallo, la demandante lo impugnó. Reiteró que sus derechos fueron lesionados ya que al juzgado accionado se le dio a conocer que su condición económica se había afectado a consecuencia de las medidas cautelares que se decretaron sobre sus herramientas de trabajo. También le solicitó permitirle realizar inspección al lugar para constatar el estado de esos utensilios y sustraer aquellos que no fueron objeto de tales medidas. Empero, el demandado se abstuvo de realizar manifestación al respecto. Insistió, igualmente, en que si su recurso de reposición fue rechazado por extemporáneo, no se podía hacer uso de los argumentos allí planteados para reducir la cuantía de la caución. 

De otro lado, si bien no solicitó se le reconociera el amparo de pobreza, a ello ha debido proceder el juzgado accionado teniendo en cuenta su situación económica, de conformidad con el principio constitucional de primacía de lo sustancial. Así mismo, dicha circunstancia económica volvió a plantearse en el escrito de desistimiento pero, además de que ello tampoco fue objeto de pronunciamiento, se le condenó en costas dentro de un trámite “que nunca tuvo traslado al demandante en el proceso de restitución”.  

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se protejan sus derechos fundamentales.   

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para: a) anular el trámite incidental adelantado por la demandante en el proceso promovido para obtener la restitución de un local comercial, del que ella derivaba  su sostenimiento económico y b) se le conceda el amparo de pobreza para poder actuar en esas diligencias. De serlo, se analizará si con su proceder el juzgado accionado lesionó los derechos de la accionante.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones.

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”

No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas aportadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 29 de mayo de 2018 la señora Lili Castaño Ruiz, por medio de apoderada, formuló incidente de levantamiento de embargo y secuestro respecto de unos bienes muebles que se encontraban en el local comercial objeto del proceso de restitución adelantado por Jaime Ardila Rodríguez y José Heberth Ceballos López contra Wilmar Hernando Villafañe Castaño y Ligia Flórez Rincón. Alegó que: a) ella es poseedora material de esos bienes, sobre los cuales ha ejercido actos de señor y dueño; b) además de aquellos, existen otros que no fueron objeto de tales medidas y que se hallan dentro de ese local; c) ella esa ajena al proceso y d) teniendo en cuenta que aquellos constituyen sus herramientas de trabajo, el secuestro afecta su subsistencia. Pidió, además de levantar las citadas medidas cautelares, se le permitiera llevar a cabo inspección al local comercial para verificar lo relativo a los bienes que no fueron objeto de aquellas y se le pagaran los perjuicios causados
.

4.2 Por auto del 13 de junio siguiente, el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira impuso a la accionante el pago de caución por valor de $11.718.630, para  garantizar el pago de costas y multa que se llegaren a causar, de conformidad con los artículos 306 y 597 del Código General del Proceso
.

4.3 El 22 del citado mes, la accionante formuló solicitud para que se reconsiderada el monto de esa caución, que sustentó en que ella, al ser tercera poseedora, no está obligada a pagar caución alguna, carga que solo debe asumir quien es demandado. Además, el monto fijado es excesivo si se tiene en cuenta su situación económica, la cuantía de las pretensiones y el valor muy inferior que pagaron los demandantes por ese concepto
. 

4.4 Por auto del 13 de julio último la funcionaria accionada rechazó de plano esa solicitud ya que fue planteada luego de vencido el término de ejecutoria de la decisión reprochada. Sin embargo, redujo el monto de la caución a $6.250.000
.
4.5 La apoderada de la accionante, el pasado 27 de julio, solicitó “levantar la acción de oposición” ya que su poderdante carecía de los medios necesarios para pagar la caución decretada
.

4.6 De conformidad con la inspección judicial realizada por el juzgado de primera instancia
 y con la constancia suscrita por el secretario del despacho accionado
, la demandante no formuló petición alguna para obtener se declarara la nulidad de ese trámite incidental o se le concediera amparo de pobreza. Hecho este último que también admitió la citada señora en el recurso de impugnación que presentó. 

5. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.

De las pruebas allegadas se puede concluir que la accionante no acudió al juzgado demandado para solicitar se decretara la nulidad del incidente de levantamiento de medidas cautelares ni para que le otorgara el amparo de pobreza y por tanto, el despacho accionado tampoco tuvo la oportunidad de resolver lo que correspondiera.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente por incumplir el requisito de la subsidiariedad.

6. La actora también se queja del proceder del juzgado accionado el cual, frente al argumento de la afectación de su situación económica con las medidas cautelares decretadas y la solicitud respecto de los bienes que no fueron objeto de ellas, se limitó a fijar la caución tantas veces citada que, además, considera desproporcionada. Así mismo, aunque decretó la extemporaneidad de su recurso accedió a disminuir el monto de esa caución, lo que considera incongruente.  

Sin embargo, se encuentra demostrado que frente a las decisiones por medio de las cuales se requirió a la accionante para que prestara caución y que con posterioridad disminuyó el monto de esa garantía, no se interpuso ningún recurso y si bien frente a aquella la demandante se pronunció para solicitar la reconsideración de esa caución, esta objeción, como correspondía, fue declarada extemporánea.   

En estas condiciones, como la accionante dejó de emplear oportunamente los mecanismos ordinarios de protección, el amparo incumple el requisito de la subsidiariedad.

Y es que la acción de tutela no puede ser utilizada para remediar la negligencia o descuido de las partes respecto del uso adecuado de los medios ordinarios de impugnación que le concede el legislador para proteger sus derechos.

7. En su impugnación la actora adujo también que el amparo de pobreza ha debido ser concedido de oficio en consideración a su situación económica y tomando como referencia el principio de prevalencia del derecho sustancial. Así mismo que se le       impuso condena en costas en el mencionado trámite incidental, a pesar de que allí ni siquiera se corrió traslado a la parte demandante.

No obstante, ello dejó de ser alegado en el escrito de tutela y por tal motivo esta Sala se debe abstener de estudiar tales circunstancias al constituir hechos nuevos, respecto de los cuales, el juzgado accionado y los otros vinculados, no han tenido oportunidad de defenderse. Apreciar tal hecho en esta sede, lesionaría el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.

8. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 13 de septiembre, en la acción de tutela que la señora Lili Castaño Ruiz Duque promovió contra el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Jaime Ardila Rodríguez, José Heberth Ceballos López, Wilmar Hernando Villafañe Castaño y Ligia Flórez Rincón. 

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS




(Ausente con causa justificada)



� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencia T-735 de 2013, MP. Dr. Alberto Rojas Ríos
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